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    Prólogo
 ¿Por qué leer este libro?




    ROBERTO CHANG




    La Teoría general del empleo, el interés y el dinero, de John Maynard Keynes, el tratado que revolucionó la teoría y la práctica de la política económica hace ya un siglo, cierra con estas proféticas y celebradas palabras: «Las ideas de los economistas y filósofos políticos, tanto si son correctas como si son equivocadas, son más poderosas que lo que comúnmente se cree. De hecho, el mundo no se rige por mucho más»1.




    Desde que Keynes escribió esta frase, la influencia de los economistas no ha disminuido, sino, por el contrario, ha crecido aún más. Esta evolución se puede medir ahora usando recientes herramientas tecnológicas, como lo demostró Justin Wolfers no hace mucho en un artículo en The New York Times. Por ejemplo, analizando los artículos publicados en ese diario desde sus inicios, hace más de 170 años, Wolfers encuentra que «en años recientes, alrededor de uno de cada cien artículos menciona la palabra economista»2, una proporción mucho más alta que la de otras profesiones.




    Además, Wolfers enfatiza: «No siempre ha sido así. Los historiadores tuvieron la proporción más grande del mercado hasta que la Gran Depresión intervino en la década de 1930»3. Hoy por hoy, la ciencia económica ha llegado a «dominar la conversación»4: doscientos años atrás, el campo de la economía apenas existía. Hoy es —uno puede argüir— la reina de las ciencias sociales.




    Adivino, amigo lector, que usted se debe estar preguntando cuáles son las ideas que Keynes y Wolfers dicen que son tan poderosas, o si esas ideas son tan relevantes e influyentes para usted y para un país como el Perú, o por qué los economistas «dominan la conversación». Es para responder esas y otras preguntas que este libro existe.




    En concreto, este libro reúne textos publicados en Foco Económico (dev.focoeconomico.org), escritos entre 2016 y 2023. Foco Económico es un blog de alcance regional creado e implementado por miembros de la Universidad Torcuato Di Tella de Buenos Aires con el propósito de difundir opiniones, análisis y propuestas de economistas académicos y especialistas en políticas públicas sobre los problemas actuales de países latinoamericanos.




    Desde el inicio de la sección de Foco Económico dedicada al Perú, en 2016, he tenido el honor y placer de editar las entradas a dicha sección, las que han sido elaboradas por un grupo de reconocidos profesores universitarios, economistas de instituciones internacionales y especialistas en think tanks. Para este libro, he seleccionado y agrupado una serie de textos entre los cientos que han aparecido en el blog, intentando ilustrar los temas principales y, quizás, presentar los debates centrales con cierta coherencia.




    Permítame, amigo lector, mencionar algunas de las razones por las que esperamos que leer este libro represente una buena inversión de su valioso tiempo. Una primera razón es que, como ya lo mencioné, usted se encontrará aquí con varios de los economistas y científicos políticos peruanos de mayor reconocimiento y trayectoria. Todos poseen grados de maestría o de doctorado por las universidades más prestigiosas del mundo y han publicado artículos de investigación en revistas especializadas. En los artículos compilados en este libro, los autores se han esforzado por explicar, de una forma relativamente sencilla, qué es lo que sus labores de investigación tienen que decir sobre problemas económicos y políticos relevantes para el país.




    Un elemento clave que diferencia este libro de los muchos otros dedicados a la economía peruana es un énfasis en la aplicación de teoría y de métodos empíricos modernos y relevantes para analizar propuestas de política o para proporcionar información cuantitativa que contribuya al estudio de problemas específicos. Por ejemplo, en una de nuestras discusiones sobre la política del Gobierno peruano frente a la pandemia, usted encontrará no solamente un resumen de las distintas acciones que se tomaron, sino también una evaluación cuantitativa de cuáles de ellas fueron más efectivas que otras. Otro ejemplo es el análisis del daño que implica para un país elegir a un presidente con educación deficiente. Usted encontrará no solo un recuento de posibles costos, sino también un intento de medir, en términos de porcentaje del ingreso nacional, el monto de la pérdida derivada de tener un líder sin preparación.




    Otra razón, quizás más importante, por la que la lectura de este libro le va a interesar es que los artículos incluidos aquí representan, en su conjunto, un compendio de los temas que más han atraído la atención de los economistas peruanos en los últimos años, lo que, a su vez, refleja los acontecimientos y la evolución de lo que podemos llamar el «modelo peruano» y los debates públicos alrededor de este. De hecho, la estructura y organización de este libro refleja una perspectiva (por lo menos la mía, como economista y curador de esta colección) de dicho modelo.




    Como recordamos, el desastroso primer gobierno de Alan García llevó al Perú a un virtual colapso social, político y económico. En particular, la tasa de inflación anual en 1990 superó el 7500 %, mientras que el ingreso nacional cayó en más de 10 % tanto en 1989 como en 1990. La recaudación tributaria cayó a menos del 10 % del producto bruto interno (PBI), al mismo tiempo que el Perú se vio excluido de los mercados financieros internacionales a causa de la decisión de García de repudiar la deuda externa peruana. Y, mientras el fisco no tenía recursos, la inversión privada se esfumó, en parte por las políticas de García, en parte por la incertidumbre sobre la viabilidad del país en vista de la lucha interna que se vivía contra el terrorismo.




    La trayectoria del país cambió radicalmente en los años siguientes. Dejando de lado la pregunta de si el gobierno de Alberto Fujimori estuvo plagado de corrupción o fue criminal, es claro que en los primeros años de la década de 1990 se sentaron las bases de un período marcado no solo por la recuperación, sino por la estabilidad macroeconómica, la apertura a los mercados y el crecimiento sostenido. Estos logros, a su vez, se tradujeron en fuertes reducciones en índices de pobreza, mejoras en la distribución del ingreso y aumentos significativos en los niveles de vida de la gran mayoría de los peruanos.




    Entre los economistas, hay consenso en que el desempeño macroeconómico y financiero del Perú en las últimas tres décadas ha sido excepcionalmente favorable. Y también hay consenso en que la piedra angular de ese éxito ha sido la férrea disciplina monetaria y fiscal, que, a su vez, ha sido resultado de reformas institucionales clave. Quizás, el cambio más importante fue la reforma del Banco Central de Reserva del Perú (BCRP) reflejada en una nueva ley orgánica en 1992 y en la Constitución de 1993, que otorgó independencia al BCRP y le prohibió financiar déficits fiscales. Pero ha habido varias otras medidas acertadas, como la imposición de reglas fiscales y la adopción de un sistema de metas de inflación.




    El resultado fue que, en términos de su macroeconomía, el Perú se convirtió en una estrella en el firmamento de los países emergentes. La inflación en el Perú se mantuvo anclada, generalmente, dentro del rango meta del BCRP (entre 1 % y 3 % anual la mayor parte de este período). El ingreso per cápita experimentó un aumento superior al doble. El tipo de cambio fluctuó, pero dentro de un rango bastante limitado, sobre todo en comparación con otros países latinoamericanos. Y, si bien el Perú no fue inmune a las varias crisis financieras mundiales, no experimentó un colapso financiero como los ocurridos en Argentina, Brasil y otros países comparables.




    Vale la pena repetir que la prosperidad macroeconómica se reflejó en mejoras significativas en muchos indicadores de desarrollo humano y calidad de vida, tales como medidas de escolaridad y de salud5. Asimismo, las medidas convencionales de pobreza y desigualdad cayeron drásticamente. Es decir, la evidencia muestra que el crecimiento y la estabilidad macroeconómica desde la década de 1990 benefició a la gran mayoría de la población, al contrario de lo que a menudo afirman los críticos (mayormente de tendencias ideológicas de izquierda o populistas) del modelo peruano.




    Por otro lado, mientras que el Perú era (y todavía lo es) la envidia del mundo en términos macroeconómicos y financieros, las cifras favorables soslayaban varias importantes debilidades y vulnerabilidades. Una de ellas es que un factor que empujó el impresionante crecimiento peruano fue el aumento de los precios internacionales de nuestras exportaciones mineras. En la medida en que el crecimiento depende de los precios internacionales, el ritmo del nacional se mantiene expuesto a los vaivenes de los mercados foráneos (por ejemplo, lo que sucede con la economía de China). En este sentido, el rol central de la minería en la economía peruana crea incertidumbre y dudas sobre si el crecimiento y desarrollo basado en exportaciones de este tipo de materia prima es sostenible en el largo plazo.




    En términos más generales, y a pesar de la pasmosa estabilidad macroeconómica del Perú, varios indicadores han sido y continúan siendo preocupantes en términos de la sostenibilidad del crecimiento en el mediano y largo plazo. Un indicador central es la productividad, que es baja y crece lentamente. Y esto se expresa meridianamente en el alto grado de informalidad de la economía peruana.




    La informalidad es, a la vez, causa y efecto de un sinnúmero de distorsiones y limitaciones. Como enfatizó Hernando de Soto en su momento, los empresarios y emprendedores peruanos se enfrentan a altas barreras de acceso a la formalidad, entre las que se cuentan procedimientos y trámites excesivos e innecesarios, impuestos y otras cargas fiscales, y, a menudo, la necesidad de lidiar con la corrupción. Pero también es cierto que dichas barreras resultan infranqueables para muchos agentes económicos que, simplemente, carecen de los recursos financieros para afrontarlas o porque sus ingresos y productividad son bajos debido a la insuficiencia de capital humano.




    A su vez, la prevalencia de informalidad es una fuerte limitante de la recaudación fiscal que el Estado necesita para proveer servicios públicos de calidad. Y, menos obvio, pero quizás más importante, nuestro grado de informalidad es conducente a un deficiente desarrollo institucional, falto de cohesión social y proclive a la corrupción y al populismo.




    Finalmente, el éxito del Perú en la macroeconomía permitió postergar el desarrollo de un Estado moderno, competente y capaz de atender incluso las necesidades más básicas de amplios sectores de la población. En especial, la calidad de la educación pública en el Perú se mantiene mucho más baja de lo esperable dado el nivel de ingreso. Lo mismo se puede decir de los sistemas de salud y seguridad ciudadana. Otros deberes pendientes notables incluyen el sistema previsional de pensiones y la descentralización.




    La bonanza macroeconómica permitió iniciar ciertos esfuerzos por confrontar estas deficiencias. Por ejemplo, cambios en términos de descentralización fiscal, aunados a importantes transferencias de rentas mineras a los Gobiernos subnacionales, han dado como resultado fuertes aumentos de los recursos disponibles localmente para mejorar los servicios públicos. Sin embargo, en muchos casos es difícil ver que estos cambios hayan beneficiado a las poblaciones. Más bien, los recursos han permanecido inutilizados o, peor aún, se han malgastado o disipado, víctimas de la incompetencia, del clientelismo político o de la corrupción.




    En resumen, el llamado modelo peruano se basó en un desempeño ejemplar de la política macroeconómica y financiera, con crecimiento adecuado, lo que permitió lograr significativas mejoras para la gran mayoría de los ciudadanos y, en particular, reducciones importantes en pobreza y desigualdad. Por otro lado, el ritmo de crecimiento ha sido dudosamente sostenible en el largo plazo. También se han mantenido fuertes limitaciones en el aspecto microeconómico, especialmente, altos grados de informalidad. Finalmente, la prosperidad económica no se tradujo en reformas apropiadas y efectivas para afrontar nuestra debilidad institucional y política. Como consecuencia, el Estado se mantuvo atrofiado, con una pobre capacidad de aprovechar los frutos del éxito agregado para resolver los muchos problemas aún pendientes y para extender los beneficios a estratos sustanciales de la población.




    Esta combinación se volvió dramáticamente obvia con la llegada de la pandemia. En marzo de 2020, comparado con el resto del hemisferio, el Perú aparecía como el país con mejor posición para enfrentar la amenaza de COVID-19: las reservas internacionales (alrededor de un tercio del PBI) eran amplias, mientras que la deuda externa constituía menos del 30 % del PBI, es decir, era una de las menores de América Latina. El Perú retuvo acceso al mercado de crédito internacional en condiciones sumamente baratas —recordemos que en noviembre de 2020, habiéndose convertido ya la pandemia en una emergencia mundial, el Perú pudo vender su deuda con un vencimiento de un siglo a un costo irrisorio—6. En otras palabras, al Perú le sobraba dinero para hacer frente al fuerte reto que significó la pandemia de COVID-19.




    Sin embargo, como ya sabemos, los resultados fueron no solo decepcionantes: fueron los peores del mundo. La emergencia sanitaria desnudó las carencias que los resultados macroeconómicos habían ocultado, sobre todo las deficiencias de los sistemas de salud y educación, así como en lo que respecta a la calidad de la toma de decisiones por parte de las autoridades políticas. Mientras que las reservas internacionales netas y los créditos del exterior permanecieron subutilizados, los peruanos morían en las calles por falta de camas de hospital y oxígeno medicinal, las vacunas tardaron meses en llegar, la actividad económica cayó en picada, se perdieron miles de empleos; además, el excesivo confinamiento, aunado al cierre de escuelas y universidades, llevó a una gran pérdida en la educación de nuestros niños y jóvenes.




    Y, claramente, uno de los mayores costos heredados de esa difícil coyuntura ha sido el aumento en la polarización y la fragmentación política, que llevó a la crisis presidencial de noviembre de 2020, mes en que los peruanos tuvimos tres presidentes, y, eventualmente, a la llegada al poder de Pedro Castillo. Quizás es prematuro anticipar cómo es que la historia juzgará la administración de Castillo y sus aliados, pero es claro que la degradación del Estado y de las instituciones políticas ha llevado a una virtual parálisis del Gobierno actual, presidido por Dina Boluarte, que amenaza no solo con impedir el desarrollo de las tareas que quedaban pendientes, sino también —y más peligrosamente— con causar retrocesos en lo que se había logrado en las tres últimas décadas.




    Escribo estas líneas a principios de 2024, un momento que puede ser de inflexión, ya sea para mejor o para peor. La macroeconomía es, una vez más, asombrosamente estable en términos de inflación y en términos financieros, pero el pulso de crecimiento es imperceptible. La inversión privada está paralizada, en gran parte, por la falta de claridad en las políticas del Gobierno actual, así como debido a la poca efectividad de este para enfrentar los conflictos sociales y una creciente amenaza de mafias criminales, sobre todo en regiones mineras (pero también en otros sectores). La fragmentación política añade incluso más incertidumbre, especialmente acerca de la posibilidad de que surja alguna alternativa electoral razonable para las próximas elecciones generales, que se celebrarán, en principio, en 2026.




    Pero, regresando a las razones para leer este libro, tenga usted la seguridad de que su lectura le será de gran utilidad para entender el momento actual, cómo llegamos a él y las posibilidades que tenemos de cara al futuro. Especialmente, amigo lector, aquí usted encontrará análisis más detallados y profundos sobre distintos aspectos de la evolución reciente del modelo peruano que hemos recapitulado. Verá que los autores tienen diversas opiniones acerca de los problemas que abordan, y difieren a veces en sus diagnósticos o sus propuestas de política. Pero todos coinciden en que la forma más efectiva de debatir sobre estos temas es recurriendo a la mejor y más aplicable investigación económica disponible. Esto significa, en particular, insistir en justificar distintas posiciones con base en la evidencia empírica o apoyándose en las teorías económicas aceptadas en la discusión académica moderna.




    De este modo, nuestra esperanza al ofrecer este libro es ayudar al público general a entender mejor la conversación académica sobre la economía peruana que ha tenido lugar en tiempos recientes, de manera que usted pueda sumarse a los debates y, ojalá, a su vez, intentar contribuir con el desarrollo de nuestra sociedad. Porque, como reza el dicho, «la economía es demasiado importante para dejarla solamente a los economistas».




    WESTFIELD, NUEVA JERSEY. FEBRERO DE 2024
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        6 Financial Times https://www.ft.com/content/2676b8b3-dcf7-4200 -9031-cc0f4f6a504e reportó que «a pesar del caos, Perú pudo colocar el century bond [de mil millones de dólares con vencimiento a cien años] a 1.70 puntos porcentuales sobre la tasa de interés de los bonos del tesoro de los Estados Unidos. El bono del tesoro de referencia, con vencimiento a diez años, tiene, actualmente, un rendimiento de 0.85 %».
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    ¿Cambiemos el modelo?1





    ROBERTO CHANG




    El martes pasado, mientras almorzábamos y conversábamos sobre la economía latinoamericana y mundial, el gran economista argentino (e ídolo mío, como de muchos otros colegas de mi generación) Guillermo Calvo me preguntaba qué creía que iba a suceder con el Gobierno de Pedro Pablo Kuczynski. Le tuve que responder con tristeza que —como sucedería, de hecho, el día siguiente— Kuczynski se vería obligado a renunciar, lo que sumergiría al país en un limbo político con una prognosis muy delicada. Calvo, o quizás alguno de los otros comensales, opinó, entonces, que lo que ocurría en el Perú era no solo una lástima, sino también algo extraño e inesperado, dado que nuestra nación ha sido por más de dos décadas una estrella brillante en el firmamento de los países emergentes, al menos en términos económicos.




    El comentario me lleva a reflexionar sobre cómo el Perú ha podido tener un éxito razonable en el terreno económico a pesar de los grandes problemas políticos, sociales e institucionales que, a menudo, dominan los debates nacionales y acaparan la atención de los medios de comunicación, recientemente con más intensidad en respuesta a lo que se va descubriendo sobre el alcance e impacto de la corrupción asociada con las acciones de Odebrecht en América Latina. Esta paradoja es notable, sobre todo en momentos como los actuales en los que el colapso de un Gobierno democráticamente elegido puede motivar que no pocos comentaristas (algunos bien intencionados, otros políticamente oportunistas) demanden una reforma radical del modelo económico, un cambio en la orientación de la política económica y el reemplazo de los profesionales que han gestionado el modelo y la política durante estos años.




    A menudo, este tipo de demandas empieza proponiendo como axioma que el modelo y la política económica han fracasado y han tenido efectos nulos —o incluso negativos— en la vida de la población. Esta afirmación está frecuentemente escondida o es implícita en las formulaciones de las demandas mencionadas, pero es, obviamente, crucial para ellas. Porque si uno rechaza el axioma y acepta que, por el contrario, el modelo y la política económica están asociados con un aumento sustancial del nivel de vida en el Perú, es mucho más difícil identificar formas de reformar el modelo, cambiar la política o encontrar sustitutos de sus gestores de manera que ofrezcan alta probabilidad de mejoras aún mayores.




    Por eso, vale la pena cuestionar la credibilidad del axioma mencionado. Y para esto es imprescindible basarnos en lo que dicen los números disponibles. No es difícil encontrar las estadísticas clave, y ellas indican que el axioma es, definitivamente, inválido: la situación económica de la gran mayoría de los peruanos ha mejorado de forma sustancial desde la derrota del terrorismo a principios de la década de 1990.




    En la figura 1 se muestra la evolución del PBI per cápita desde 1990. Los datos provienen del Banco Mundial y están ajustados por variaciones del tipo de cambio (medidos en dólares), inflación (esto es, expresados en términos de dólares de 2011) y diferencias internacionales en índices de precios (lo que se conoce como paridad de poder de compra o PPP; esta corrección nos permite hacer comparaciones entre países). En 1990, el peruano promedio producía unos 5300 dólares por año; en 2016, aumentó a algo más de 12 mil dólares. El producto per cápita está fuertemente ligado al ingreso por habitante, por lo que podemos concluir que, en términos reales, en los años recientes, el peruano promedio gana más del doble que en 1990.




    

      FIGURA 1




      Perú: PBI per cápita (ajustado por PPP, 2011, USD)
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      Fuente: Banco Mundial.


    




    El ritmo de crecimiento no ha sido completamente uniforme, lo que no es sorprendente, dado que el período fue testigo de shocks fuertes tanto económicos (la crisis de mercados emergentes durante la segunda parte de la década de 1990, la crisis global de hace diez años) como políticos (la lucha contra el terrorismo, la renuncia de Fujimori a la Presidencia de la República, las elecciones generales en las que fueron elegidos García y Humala). De hecho, nuestro ingreso per cápita no empezó a crecer hasta 1994 y se estancó entre 1998 y 2002. Pero la tendencia ha sido, obviamente, positiva. El crecimiento anual fue de 2.1 % durante los noventa, de 4.3 % entre 2001 y 2020, y de 3.3 % en lo que va de esta década (2011-2016). Para la totalidad del período (1990-2016), la tasa anual de crecimiento fue de 3.2 %.




    Quizás, crecer al 3.2 % sostenidamente por más de un cuarto de siglo puede no llegar a ser un «milagro» como el de los tigres asiáticos en el período previo a sus crisis de fines de la década del noventa, pero, definitivamente, justifica la percepción que el resto del mundo tiene del Perú como un ejemplo de éxito económico. Para ver esto desde otra perspectiva, en la figura 2 se muestra el PBI per cápita peruano como fracción del de Finlandia. La comparación con Finlandia está motivada no solo porque la economía finlandesa es pequeña y abierta como la peruana, sino también porque Finlandia es el país con el mayor índice de felicidad del mundo, de acuerdo con el Informe mundial de la felicidad de las Naciones Unidas.




    En la figura se revela que, en 1990, el PBI peruano per cápita era solo el 18 % del de Finlandia. En contraste, en 2016 alcanzó a representar más del 30 %. En este sentido, en el período de nuestro análisis hubo un recorte sustancial de la diferencia de producto e ingreso promedio entre el Perú y Finlandia. Es difícil argüir que esto no exprese progreso económico significativo.




    Con riesgo de subrayar lo obvio, estas cifras no significan ni sugieren que el nivel de vida de los peruanos no esté todavía muy lejos del de los finlandeses. Es claro que queda muchísimo camino por recorrer. Pero lo que parece innegable es que hay clara evidencia de un progreso significativo.




    También es claro, al observar la figura 2, que el progreso relativo, en términos de acortar la distancia económica con respecto a países avanzados, no ha sido uniforme y ha tenido períodos de retroceso. En particular, a pesar de una mejora durante el primer gobierno de Fujimori, en 2001, el PBI per cápita del Perú, como porcentaje del de Finlandia, regresó al mismo nivel (18 %) del de 1990. La mejora relativa del Perú ha sido sostenida desde entonces, pero debemos recordar que el proceso toma tiempos largos y que puede haber altibajos (que, obviamente, debemos tratar de minimizar).




    

      FIGURA 2




      PBI per cápita del Perú/PBI per cápita de Finlandia
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      Fuente: Banco Mundial.


    




    La evidencia, por tanto, nos lleva a la conclusión de que el desempeño económico del Perú desde la década de 1990 ha contribuido a elevar sustancialmente el nivel de vida del peruano promedio. El corolario es que es muy difícil sostener que ha habido grandes errores en la política económica peruana o que el modelo adoptado es equivocado. A riesgo otra vez de decir lo obvio, estas afirmaciones no niegan la existencia de algunos errores (que los hubo), de problemas como el de la corrupción a varios niveles o las ineficiencias burocráticas o institucionales, y tampoco niega la posibilidad de que el progreso pudo ser aún mayor. Pero sí indican que el modelo y la política económica han sido razonablemente acertados, en general, y exitosos para el peruano promedio. Tildarlos como fracasos revela ignorancia de la evidencia o, peor aún, intención de engaño.




    En vista de esta evidencia, algunos críticos o escépticos responderán que, si bien uno debe aceptar que el crecimiento económico y el nivel de bienestar promedio de los peruanos han mejorado significativamente, el modelo y la política solo han favorecido a los más ricos, empeorando la desigualdad y olvidándose de las capas más necesitadas. Pero aquí también la evidencia existente es contundente en mostrarnos lo contrario.




    

      FIGURA 3




      Perú: porcentaje de población en distintos niveles de pobreza
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      Fuente: Banco Mundial.


    




    En la figura 3 se presenta la evolución de los indicadores de pobreza en el Perú, calculados por el Banco Mundial. La línea de rayas discontinuas cortas, la continua y la discontinua de rayas largas expresan, respectivamente, el porcentaje de la población que vive en pobreza extrema (definida como un ingreso diario de 1.9 dólares de 2011, ajustados por PPP), pobreza intermedia (3.2 dólares por día) y pobreza liviana (5.50 dólares por día). El progreso es visible, y los números, impresionantes: a principios del siglo xxi, alrededor del 17 % de los peruanos vivía en pobreza extrema. Hoy, la pobreza extrema casi ha desaparecido (3 % en 2015). Asimismo, en el año 2000, uno de cada tres peruanos vivía en una situación de pobreza intermedia; hoy es menos de uno de cada diez. La pobreza liviana ha caído de más de la mitad de la población a menos de la cuarta parte.




    El fuerte desempeño económico peruano no solo ha dado como resultado una disminución apreciable de la pobreza. Aún más, también ha estado ligado a una mejor distribución del ingreso. Evidencia reciente se encuentra en un trabajo importante de Yamada, Castro y Oviedo2. La tabla que se muestra a continuación, que reproduce parte de la tabla 3 del citado ensayo, presenta dos estimaciones del coeficiente de Gini en el Perú. La columna «INEI» da la estimación con datos del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), mientras que la columna «UP» muestra una estimación propia de Yamada, Castro y Oviedo, la cual corrige la estimación del INEI por una serie de sesgos, tales como problemas asociados con la medición del ingreso disponible. (El lector interesado puede estudiar dicho trabajo para ver detalles de metodología y construcción de los índices).




    En la tabla se nos dice que, aparte de diferencias menores debidas a los distintos métodos de estimación, el coeficiente de Gini en el Perú se redujo entre el 2004 y el 2014. En otras palabras, esta medida nos dice que la distribución del ingreso en el Perú mejoró durante el período. O, en palabras de Yamada, Castro y Oviedo3, «la evolución de la desigualdad ha mostrado una tendencia decreciente en la última década […]. Este resultado lo corroboran las estimaciones que corrigen por el potencial subreporte en las encuestas de hogares».




    

      FIGURA 4




      Perú: coeficiente de Gini 2004-2014
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      Fuente: Yamada, Castro y Oviedo (2016).


    




    Resumiendo, la evidencia desde la década de 1990 nos dice lo siguiente:




    

      	El ritmo de crecimiento del ingreso promedio en el Perú ha sido bastante rápido, tanto en comparación con otros períodos de su historia (un punto que no hemos tocado, pero que es evidente) como en relación con lo sucedido en el resto del mundo.




      	Ese desempeño ha resultado en una disminución importante de la pobreza y en una mejora apreciable de la distribución del ingreso.


    




    Estos números no dicen que los peruanos debamos sentirnos demasiado contentos (el crecimiento puede parar, la distribución del ingreso sigue siendo muy injusta). Tampoco dicen que no persistan problemas muy graves en el Perú ni que no haya espacio para mejoras en la conducción de la política económica.




    Pero la evidencia sí es consistente con respecto al progreso sustancial en lo económico, un tipo de progreso que ha dado como resultado la mejora de las condiciones de vida de la mayor parte de la población, incluyendo a los sectores más pobres. Esto debe tenerse en cuenta en estos momentos, en los que la coyuntura política anima a algunos a pedir reformas fundamentales del modelo o la política económica. Quienes plantean esto deberían explicarnos, como mínimo, qué alternativas proponen y cómo es que estas pueden llevar a resultados superiores a los que se han venido obteniendo. Porque en economía es fácil cambiar y reformar; lo difícil es que el cambio y las reformas nos acerquen a Finlandia en vez de a Venezuela.




    

      Notas


    




    




    

      

        1 Una versión de este artículo fue publicada el 30 de marzo de 2018 en el blog Foco Económico.


      




      

        2 Gustavo Yamada, Juan Francisco Castro y Nelson Oviedo, «Revisitando el coeficiente de Gini en el Perú: el rol de las políticas públicas en la evolución de la desigualdad», (documento de discusión 1606, Universidad del Pacífico, Lima, noviembre de 2016).


      




      

        3 Ibid., 15.


      


    


  




  

    Auge y caída de la inflación en el Perú1





    CÉSAR MARTINELLI Y MARCO VEGA




    El 8 de agosto pasado se cumplieron veintiocho años del mensaje a la nación del entonces ministro de Economía, Juan Carlos Hurtado Miller, en el que anunció el llamado fujishock, un momento sin duda crítico en nuestra historia económica. En tiempos en que, al parecer, vivimos otra encrucijada importante —ligada esta vez a la corrupción judicial y política—, conviene recordar cómo llegamos y cómo salimos de la inflación crónica en el Perú. En un documento de trabajo reciente2, analizamos la experiencia peruana de inflación entre las décadas de 1960 y 1990. Dicha experiencia está marcada por un período de tasas de inflación altas y, generalmente, crecientes desde mediados de los setenta, que culminó en la hiperinflación a fines de la década de 1980. Ese período corresponde también a un estancamiento y caída del producto bruto interno por habitante. Es decir, lo que vivimos entonces fue una combinación de hiperinflación y de gran depresión económica.




    Iniciamos ese documento descomponiendo el crecimiento en el Perú desde 1960 hasta el presente, utilizando la metodología de Kehoe y Prescott para el estudio de grandes depresiones3. Este ejercicio revela que el componente cuantitativamente más importante de la gran depresión peruana fue la caída precipitada de la productividad total de los factores. Existen varios posibles canales que ligan dicha caída a las decisiones de política económica. La expansión de la inversión pública durante el gobierno militar contrajo los recursos disponibles para el financiamiento de la inversión privada. Las decisiones de inversión pública probablemente no fueron las más eficientes y estuvieron sujetas a las idas y venidas de la situación fiscal, en tanto que la actividad privada fue objeto de muchas distorsiones creadas por el intervencionismo de dicho Gobierno. El período de la gran depresión peruana ocurre en un entorno internacional muy desfavorable para el Perú, en particular con relación a los términos de intercambio, pero el ejercicio que llevamos a cabo sugiere que las respuestas políticas a ese entorno desfavorable contribuyeron a agravar la situación del país.




    También efectuamos un ejercicio de cálculo de las fuentes de financiamiento fiscal desde 1960 hasta la actualidad mediante la descomposición propuesta por Kehoe, Nicolini y Sargent como parte de un proyecto colaborativo sobre historia monetaria y fiscal de América Latina, del que participa nuestro documento de trabajo. El ejercicio revela que la expansión del Estado desde la década de 1970 se financió con la acumulación de deuda pública y, luego, de modo creciente, con señoreaje4, proveyendo así un vínculo directo entre la política fiscal de entonces y el auge de la inflación. En la segunda mitad de la década de 1980, los años de la heterodoxia, el déficit cuasi fiscal —resultado de los diferenciales cambiarios y de los subsidios al crédito— y los contraproducentes controles de precios que incrementaron el déficit de las empresas públicas contribuyeron a alimentar la hiperinflación.




    

      FIGURA 1




      Impuesto inflación como fracción del producto bruto interno




      [image: ] 



      Fuente: Martinelli y Vega, «Monetary and Fiscal History of Peru».


    




    En la figura 1 ilustramos la evolución del impuesto inflacionario desde la década del sesenta, correspondiente a los recursos reales en la economía de los que se puede apropiar el fisco como resultado de la emisión de dinero. Es visible la escalada en el señoreaje a partir de 1983. Durante la hiperinflación, la recaudación vía impuesto inflacionario decrece, lo que sugiere que la fuga respecto de la moneda nacional lleva al lado equivocado de la curva de Laffer5 de la demanda de dinero.




    Discutimos, por último, la lentitud en la consecución de la estabilidad de precios en el Perú, la que tomó varios años luego del cierre del financiamiento fiscal inflacionario. La ausencia de credibilidad del Estado y sus limitados instrumentos de política contribuyeron a hacer más lento y costoso el proceso de estabilización. En cierto sentido, este proceso ha sido el resultado de un «aprendizaje social» acerca de la necesidad de que el Estado se financie de manera no inflacionaria, lección que se manifiesta de manera visible en la independencia del Banco Central de Reserva y en el manejo autónomo de la política monetaria. Detrás de dicho aprendizaje, así como detrás de la persistente dolarización de la economía peruana, se encuentra la experiencia traumática de la hiperinflación.




    El cuarto de siglo transcurrido desde la estabilización ha sido testigo, por lo general, de un período de estabilidad macroeconómica. Problemas distintos a la mala administración monetaria han adquirido mayor importancia para la opinión pública; en particular, el notable alcance de la corrupción política y judicial. No debemos perder la esperanza de que, así como aprendimos como sociedad a desarrollar instituciones modernas para el manejo de la política monetaria, podamos hacer lo propio con instituciones legislativas y judiciales modernas para que estas encajen mejor con lo que la sociedad peruana es, o, al menos, aspira a ser hoy en día, que las redes primitivas y vergonzosas de intercambio de favores entre magistrados, políticos y empresarios sin escrúpulos expuestas recientemente.




    

      Notas


    




    




    

      

        1 Una versión de este artículo fue publicada el 17 de agosto de 2018 en el blog Foco Económico.


      




      

        2 César Martinelli y Marco Vega (2018), «Monetary and Fiscal History of Peru 1960-2010: Radical Policy Experiments, Inflation and Stabilization» (documento de trabajo, George Mason University, agosto de 2018), https://www.bcrp.gob.pe/docs/Publicaciones/Documentos-de-Trabajo/2018/documento-de-trabajo-007-2018.pdf.


      




      

        3 Timothy Kehoe y Edward Prescott, eds., Great Depressions of the Twentieth Century (Minnesota: Federal Reserve Bank of Minneapolis, 2007).


      




      

        4 El señoreaje se refiere a las ganancias que obtiene el Gobierno por la emisión de dinero, y su componente principal es el impuesto inflacionario.


      




      

        5 La curva de Laffer muestra la relación que existe entre la inflación y la recaudación vía impuesto inflacionario. Comúnmente, se cree que tiene forma de U invertida, de modo que la recaudación primero aumenta y luego disminuye conforme aumenta la inflación. El lado equivocado de la curva de Laffer se refiere a niveles de inflación superiores al que maximiza la recaudación.


      


    


  




  

    ¿Cómo aprovechamos el potencial económico peruano?1





    MARÍA CECILIA VILLEGAS




    Desde que comenzaran a caer los precios de los commodities a principios de la década de 2010, el Perú ha intentado reactivar la economía sin mucho éxito. Si bien el último semestre de 2017 se vio un repunte esperanzador, la crisis política generada por el caso Lava Jato frustró el crecimiento esperado. El Perú habría crecido en 2017 alrededor del 2.5 %, lejos del 4 % que el Fondo Monetario Internacional (FMI) auguraba en enero de ese año. Existen dos grandes problemas que el Gobierno del presidente Kuczynski ha dejado de lado en su estrategia: la baja productividad de las empresas peruanas y la economía informal.




    La productividad en Latinoamérica está por debajo de la de las economías emergentes, como Brasil, China, India, Indonesia, Malasia, México o Nigeria. En el caso del Perú, este se encuentra por debajo del promedio del resto de Latinoamérica. Se calcula que la productividad en el Perú equivale a solo un quinto de la de los Estados Unidos. Entre los factores que afectan la productividad tenemos los siguientes: i) aquellos de responsabilidad de la empresa, como el capital humano, la eficiencia —que ayuda en el uso y distribución eficiente de los recursos productivos— y la innovación tecnológica; ii) la apertura comercial; iii) el nivel de infraestructura pública, el cual permite dinamizar sectores económicos al reducir los costos de producción. En el caso peruano, la brecha existente respecto de los países desarrollados está relacionada, básicamente, con las deficiencias institucionales y de capital humano2.




    La limitada capacidad de gestión pública en todos los niveles de Gobierno incluye debilidades en los procesos de planeamiento, presupuesto, inversión y compras públicas, así como en la gestión de los recursos humanos y el monitoreo del gasto público. Esta falta de capacidad de los Gobiernos subnacionales lleva a que la brecha en infraestructura para el período 2016-2025 haya sido estimada en 159 549 millones de dólares. Por su parte, las deficiencias institucionales que afectan al sector privado están relacionadas con la falta de una correcta asignación de derechos de propiedad, la seguridad jurídica y la debilidad del Poder Judicial, que hace que el costo de hacer cumplir un contrato sea muy alto, lo que desincentiva la inversión, entre otros aspectos. Todo ello muestra que los acuerdos institucionales no funcionan.




    Como señaló el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) en 2016, el 72 % de la población económicamente activa (PEA) se desarrolla en el sector informal; sin embargo, la productividad laboral en el sector formal es 2.5 veces más alta que en el informal. Entre los distintos factores que afectan el acceso a la formalidad en el Perú, aquel de mayor impacto es la excesiva carga regulatoria y los costos de transacción que genera. Esto provoca que una mayoría importante de los actores económicos se encuentre fuera de la formalidad —o, como lo llama De Soto, en la extralegalidad—. Son, precisamente, los sistemas legales y políticos los que impiden el acceso a la formalidad, privilegiando solo a aquellos que tienen llegada a las instituciones económicas y políticas. Sin derechos de propiedad sólidamente asignados y sin un sistema que reconozca las instituciones informales creadas en la extralegalidad, será difícil lograr incorporar a los excluidos en el sector formal3.




    Un ejemplo de ello podemos verlo en el intento del Estado peruano por formalizar a los mineros informales; sin embargo, las normas dictadas por el Gobierno establecen unos requisitos que son muy difíciles de cumplir. Uno de estos es la necesidad de un contrato de cesión o de alquiler entre el titular de la concesión y los mineros informales. La gran mayoría de los mineros informales no son titulares de la concesión, ya que trabajan labores (bocaminas) en concesiones de terceros. El problema es que la ley establece la responsabilidad solidaria por los pasivos ambientales4. La falta de incentivos hace que el titular de la concesión prefiera ser invadido por los informales que firmar un contrato con ellos. De este modo, al impedirles el acceso a la formalidad, se les termina empujando hacia la ilegalidad.




    Más aún, la informalidad y la falta de productividad no encuentran su explicación exclusivamente en los temas económicos. El Perú enfrenta el desgaste de un contrato social que no incluye al sector extralegal y que, por ello, está en constante deterioro. Esto se ve reflejado en la alta conflictividad social que enfrenta el país: durante el gobierno de Ollanta Humala (2011-2016) hubo 90 personas fallecidas y 2367 heridas como consecuencia de conflictos sociales. En julio de 2016, al asumir la presidencia, Pedro Pablo Kuczynski heredó 208 conflictos sociales, el 71 % de los cuales estaba vinculado a la industria extractiva, aunque no exclusivamente. En los últimos años, el Perú ha enfrentado conflictos sociales como consecuencia del establecimiento de un peaje en una zona urbana, por la política educativa —al diseñarse un currículum que, entre otros enfoques, consideraba el de equidad de género— y recientemente debido a la sobreproducción de papa. Existe una tensión permanente entre distintos intereses y, lamentablemente, el Perú no ha logrado encontrar mecanismos inclusivos que permitan que todos los sectores participen en la toma de decisiones sobre políticas públicas. En ese sentido, el sector informal, al estar en la extralegalidad, no cuenta con mecanismos para canalizar sus intereses, lo que les impide influir en el contrato social. Así, se ven obligados a recurrir a otros mecanismos, como el uso de la violencia, para captar la atención del Estado y obligarlo a sentarse a negociar sobre la base de demandas que, en muchos casos, no solo no lograrán el objetivo deseado, sino que el Estado no tiene la capacidad de cumplir. La falta de acuerdos hace que la sociedad regrese a la situación previa a la del contrato social: la violencia para sobrevivir.




    Los partidos políticos no han logrado representar de manera efectiva los intereses de los sectores sociales. Ya ni siquiera los partidos de izquierda —cuyo nicho histórico han sido las bases sindicales— han logrado entender la transformación social del Perú. Si estos intereses no son adecuadamente canalizados, se pone en riesgo la gobernabilidad del país. Y es que los liderazgos sociales que utilizan la violencia para aparecer en el mapa del Ejecutivo estarían usándola también como plataforma política para las elecciones. Un claro ejemplo de esta instrumentalización es Pedro Castillo, quien, como líder sindicalista, se enfrentó al Gobierno en una serie de violentas protestas en 2017, con lo que se ganó la simpatía de grupos sociales que se sintieron representados por su discurso y lo vieron como un candidato político atractivo.




    El Perú necesita construir mecanismos que permitan que los distintos sectores puedan participar en la toma de decisiones sobre políticas públicas. Unido a ello, son imprescindibles la transparencia y la rendición de cuentas. Los hacedores de políticas públicas necesitan investigar sobre las instituciones informales que rigen el sector extralegal y recogerlas en leyes. Sin ello, no lograremos que más ciudadanos accedan a la formalidad ni será posible reducir la conflictividad. Si el statu quo se mantiene, el crecimiento económico será producto de factores exógenos, con lo que el país no estará aprovechando el máximo de su potencial económico.




    

      Notas


    




    




    

      

        1 Una versión de este artículo fue publicada el 9 de febrero de 2018 en el blog Foco Económico.


      




      

        2 Nikita Céspedes, Pablo Lavado y Nelson Ramírez Rondán, eds., Productividad en el Perú: medición, determinantes e implicancias (Lima: Universidad del Pacífico, 2016).


      




      

        3 Hernando de Soto, El misterio del capital. Por qué el capitalismo triunfa en Occidente y fracasa en el resto del mundo (Lima: El Comercio, 2000).


      




      

        4 La responsabilidad solidaria obliga no solo a los mineros informales a asumir la responsabilidad por los pasivos ambientales que generen, sino también al titular de la concesión minera donde estos operan.  


      


    


  




  

    Hacia la convergencia de los modelos de desarrollo1





    PIERO GHEZZI




    Históricamente, dos tradiciones han buscado explicar el crecimiento de los países en desarrollo: la estructuralista (o dualista) y la neoclásica. La estructuralista propone que los países en desarrollo muestran dualidad, es decir, un sector tradicional y uno moderno.




    El sector moderno (en especial, la manufactura) tenía una productividad relativamente alta, y experimentaba economías de escala y el learning by doing. Además, permitía la generación de «capacidades» que, con el tiempo, facultaban la expansión hacia productos cada vez más sofisticados y en una gama cada vez mayor. Por su parte, el sector tradicional (agrícola/informal), según esta visión, siempre tenía métodos de producción anticuados que no permitían generar capacidades. Al contrario, implicaban actividades repetitivas, muy específicas del sector y no generalizables hacia otros.




    Dentro del sector moderno, el manufacturero tenía ventajas evidentes. Primero, presentaba convergencia incondicional: su productividad convergía hacia la frontera mundial, independientemente del nivel de las variables fundamentales (institucionalidad, capital humano, etc.). Segundo, tenía la capacidad de generar amplio empleo para mano de obra no calificada, abundante en países en desarrollo. Tercero, era exportable (no limitado por el tamaño del mercado interno).




    Para los estructuralistas, la manera más eficiente de elevar la productividad de la economía en su conjunto es la transformación estructural: la movilización de trabajadores del sector tradicional (baja productividad) al moderno (alta productividad). Es, además, un canal muy prometedor debido a dos características de los países en desarrollo: a) gran diferencia de productividad entre sectores, y b) alto porcentaje de trabajadores en sectores de baja productividad. Y, como hay fallas de mercado, gatillar la transformación estructural requería de políticas industriales.




    En sus versiones más modernas, la visión estructuralista implicaba una clara secuencia. La transformación estructural sería crucial en las etapas iniciales del desarrollo, cuando los países tienen niveles relativamente bajos en las variables fundamentales. No se necesitan instituciones suecas para iniciar el desarrollo. A medida que el proceso de desarrollo avanzara, los países acumularían capacidades y fortalecerían sus fundamentos. Esto permitiría ganancias de productividad dentro de cada sector. Así, en etapas posteriores del desarrollo, las ganancias de productividad en la economía provendrían menos de movilizar trabajadores hacia sectores de alta productividad (transformación estructural) y más de las ganancias de productividad dentro de cada sector.




    La segunda tradición para explicar el crecimiento de los países en desarrollo es la neoclásica —que es históricamente alternativa al estructuralismo—. Esta suponía que los sectores eran bastante homogéneos. Es decir, no diferenciaba entre los sectores que generaban capacidades y los que no, sino que lo importante era la dotación de factores de la economía y los incentivos para acumularlos.




    Se puede intentar combinar ambas tradiciones: pensar, por ejemplo, que la visión estructuralista prima en las etapas iniciales del desarrollo y que la neoclásica lo hace en las posteriores. O que la estructuralista se centra en las ganancias de productividad, resultado de movilizar trabajadores hacia sectores de alta productividad, mientras que la neoclásica se enfoca en aquellas producidas dentro de cada sector.




    En esencia, sin embargo, ambas visiones enfatizaban aspectos distintos. El estructuralismo diferencia entre la generación de capacidades de los sectores y, además, señala la necesidad de una política industrial. En la tradición neoclásica, en cambio, no se necesita política «industrial»: dado que los factores de producción de los países en desarrollo tienen niveles relativamente bajos, su rentabilidad sería alta y habría incentivos para su acumulación, por lo que convergirían de forma natural hacia los niveles de ingreso de los países desarrollados.




    Pero la diferencia histórica de estas tradiciones quizás sea obsoleta. La manufactura ya no parece ser única, pues los métodos de producción avanzados en sectores históricamente tradicionales (como fruticultura, acuicultura o ganadería) se asemejan a los de la manufactura moderna. Estos tienen ciclos de aprendizaje cortos, así como mejoras continuas y graduales. Como dice Sabel2, lo importante no es tanto qué se produce, sino cómo se produce. La división ya no es entre manufactura y sectores tradicionales, sino entre firmas con métodos de producción avanzados y aquellos con métodos tradicionales, independientemente del sector.




    La diferencia entre transformación estructural y ganancias de productividad dentro de cada sector es también menos clara. Si el empleo de las firmas que utilizan métodos de producción modernos crece relativamente al de las que utilizan métodos tradicionales dentro del mismo sector, se verá un crecimiento de productividad del sector; sin embargo, en realidad se estaría dando una suerte de transformación estructural.




    Un ejemplo ayuda a comprender mejor el fenómeno. Históricamente, el Perú ha tenido un sector agrario rezagado que empleaba amplios segmentos de la población con bajos niveles de productividad. En los últimos veinte años, en terrenos que antes eran desérticos y ahora son irrigados, ha aparecido un sector agroexportador moderno con niveles altísimos de productividad. Hoy somos el primer exportador mundial de espárragos, el segundo de paltas, el tercero de arándanos y el quinto de uvas. Las agroexportaciones pasaron de menos de 400 millones de dólares en el año 2000 a 4700 millones de dólares en 2016. Según mediciones convencionales, ha habido un crecimiento de la productividad de la agricultura. Pero, en realidad, lo que ha ocurrido es una movilización estructural de recursos de la agricultura tradicional a la agroexportación moderna. Son, para todo fin práctico, dos sectores distintos.




    En esta realidad, no puede haber convergencia incondicional en manufactura (ni en ningún sector). El crecimiento de la productividad usando métodos avanzados de producción no puede ser, casi por definición, independiente de las «capacidades» y de los «fundamentos» en general. Para aumentar la productividad se requieren altas capacidades desde el principio.




    Visto esto último, ya no es evidente que el modelo neoclásico sea la alternativa al estructuralismo. Ambas visiones enfrentan los mismos problemas: cómo fortalecer las instituciones, cómo cerrar la brecha del conocimiento, cómo mejorar el capital humano, etcétera.




    La pregunta es cómo lograrlo. La visión neoclásica ha enfatizado políticas horizontales; y la estructuralista, política industrial manufacturera. En este punto también debería llegarse a una convergencia. Debería ser evidente que los problemas de coordinación (público-privada, público-pública y privado-privada) son muy específicos al contexto y deben resolverse a nivel de cada sector.




    En este sentido, los permisos fitosanitarios necesarios para la apertura (para exportación) de los mercados de arándanos a China, de uvas a Corea del Sur o de langostinos a la Unión Europea se tienen que negociar uno a uno. Además, el capital humano necesario para la acuicultura es muy distinto del que necesita el sector textil. Y, para demostrar la trazabilidad y legalidad de la madera, entidades públicas y privadas deben coordinar. Estos problemas no se pueden resolver simplemente con políticas horizontales. Se necesitan políticas sectoriales. Sin embargo, ello no significa escoger sectores ganadores (preferentemente, manufactura) y subsidiarlos, sino que debe significar, más bien, identificar y remover los obstáculos a la productividad de todos los sectores para que logren su potencial.




    

      Notas


    




    




    

      

        1 Una versión de este artículo fue publicada el 20 de octubre de 2017 en el blog Foco Económico.


      




      

        2 Charles Sabel, Eduardo Fernández-Arias, Ricardo Hausmann, Andrés Rodríguez-Clare y Ernesto Stein, eds., Export Pioneers in Latin America, Banco Interamericano de Desarrollo. Libro n.o IDB-BK-107, Columbia Law and Economics Research Paper, 2012, p. 421.


      


    


  




  

    ¡Lonche gratis!1





    ROBERTO CHANG




    De todas las duraderas (y son muchas) contribuciones del economista Milton Friedman, la que inmediatamente acude a nuestra mente es la simple frase: «There ain’t no such thing as a free lunch». La frase la escuché por primera vez cuando terminaba la universidad y llegué a mi primer empleo como economista, en el Banco Central de Reserva del Perú (BCRP). Allí me di cuenta de que nunca me la habían mencionado en la Universidad Católica; en cambio, los que provenían de la Pacífico la celebraban a menudo, ya que (me contaban unos jóvenes Renzo Rossini y Javier Hamann) Folke Kafka la repetía una y otra vez en sus clases de Principios de Economía, en la versión peruanizada: «No hay lonche gratis».




    Kafka acertaba claramente, porque la frase expresa de manera sucinta y memorable uno de los principios fundamentales de la economía: todo tiene un costo, no hay nada gratis, aunque parezca a veces que lo hay o queramos creer que sea así. El mensaje es sutil, también, porque Friedman (y muchos otros, aunque fue Friedman quien lo enunció más diáfanamente) añadió un argumento que sustentaba su afirmación de por qué es improbable que uno encuentre un bien genuinamente gratis: si existiera, veríamos que ese bien ya es consumido hasta la saciedad (con lo cual, cesaría de proveer utilidad o de ser un bien). O, en peruano, si existiera un lonche gratis, tus vecinos ya se lo habrían almorzado.




    Aceptar que no hay lonche gratis significa también aceptar que la economía es una disciplina difícil, en el sentido de que, en gran medida, mucho de lo que hacemos consiste en identificar y cuantificar los términos de intercambio, esto es, los costos y beneficios involucrados en alguna decisión social. Nuestra contribución no consiste solo en indicar que el lonche está muy rico, sino también en decir cuánto vamos a tener que pagar por él. Con esa información podemos decidir mejor si comernos ese lonche y pagar lo que cuesta, o buscar otro restaurante, o entrar en dieta.




    De cuando en cuando, sin embargo, aparecen de nuevo voces arguyendo que existe un lonche gratis. Estas voces reciben más atención, naturalmente, cuando la sociedad tiene hambre. El mensaje tentador, entonces, es «cómete este lonche, es gratis» o bien «cómete el lonche ahora y no te preocupes por la factura, preocúpate después».




    El momento actual parece ser uno de aquellos en el que nuestras sociedades confrontan grandes problemas y en el que la necesidad y la urgencia de grandes soluciones es más y más patente. Vemos, entonces, en la esfera nacional y mundial varios casos del lonche gratis. El caso más prominente es el del ala progresista del Partido Demócrata de los Estados Unidos, que ha propuesto, recientemente, el llamado Green New Deal (GND, por sus siglas en inglés), un conjunto de medidas para atacar, de manera simultánea, el cambio climático y la creciente desigualdad económica. El GND articula objetivos admirables y ambiciosos, incluidos el satisfacer totalmente la demanda energética de los Estados Unidos con fuentes «limpias, renovables y de emisión cero»; el garantizar empleos bien pagados a toda la población, y el asegurar que toda la población de los Estados Unidos tenga acceso adecuado a educación, vivienda y servicios de salud de alta calidad.




    Uno no puede, razonablemente, estar en desacuerdo con los objetivos del GND. El problema es que quienes lo proponen —notablemente, la joven congresista Alexandria Ocasio-Cortez (o AOC)— no nos dicen, o se resisten a decir, cuáles son los costos estimados de las propuestas. Por ejemplo, Business Insider reportó que, en vez de tratar de analizar con claridad cómo se puede financiar el GND, la reacción de AOC fue, desafortunadamente, declarar que formular la pregunta «refleja el interés de degradar la agenda»2.




    Quizás más peligrosamente, AOC y otros progresistas han sugerido que lo del financiamiento puede no ser un problema al final porque eso es lo que dice la teoría monetaria moderna (MMT, por sus siglas en inglés). Esta idea me ha llegado de repente y de sorpresa porque, antes de este debate, ni yo ni muchos otros colegas economistas habíamos escuchado de la existencia de dicha escuela. Pero, dado el éxito de la izquierda radical en los Estados Unidos, liberales moderados como Paul Krugman y Lawrence Summers se han encontrado embrollados (adivino que a su pesar) en un debate con los líderes de la MMT3.




    Krugman, en particular, ha demostrado tener una paciencia enorme para tratar de entender la MMT y explicar por qué esta teoría sufre de importantes errores conceptuales. Por ejemplo, Krugman subraya que los defensores de la MMT adoptan, o deben adoptar, el implausible supuesto de que un aumento del déficit fiscal lleva a una «disminución» de las tasas de interés4. Pero los defensores de la MMT replican que el problema no es con su teoría, sino con Krugman, quien no entiende la MMT. (No es relevante para ellos que, bueno, Krugman ganó el Premio Nobel de Economía una vez y que en una de estas lo gana otra vez).




    Confieso que no he dedicado mucho tiempo a revisar la MMT, en parte porque encuentro, como Krugman, que esta no merece el nombre de teoría y que aparece más como una ensalada cerebral con la que no vale la pena argumentar racionalmente (por eso, Krugman se queja de que, en este debate, los contrincantes le cambian las reglas a cada rato). Pero mi lectura, aunque rápida, me convence de que la doctrina de la MMT sostiene que el gasto fiscal y, por ende, el GND, no es un problema, porque, al final, todo se puede pagar con emisión monetaria. En otras palabras: la deuda del tesoro de los Estados Unidos es una promesa que se paga con dólares; la Reserva Federal imprime dólares a costo cero, por tanto, el lonche del GND sería gratis.




    Los economistas peruanos y latinoamericanos reconocerán rápidamente que, en ese sentido, la MMT no tiene nada de «moderna». La idea de que el financiamiento del gasto fiscal no es una restricción porque el banco central puede imprimir la moneda necesaria para pagar el gasto es, por supuesto, la misma que nos vendió Alan García en su primer gobierno y la que está tratando de vender el Gobierno chavista en la Venezuela actual5.




    La lección esencial, me parece, es que tenemos que reconocer los espejismos económicos cuando estamos frente a ellos. Como otras, la combinación de GND y MMT es una idea que en algún mundo quizás podría funcionar bien. Pero en el mundo en el que vivimos no es suficiente señalar que la gente tiene hambre y que darles lonche es importante. También es necesario decir cuánto va a costar, quién lo pagará, porque el lonche nunca es gratis.




    

      Notas


    




    




    

      

        1 Una versión de este artículo fue publicada el 8 de marzo de 2019 en el blog Foco Económico.


      




      

        2 Eliza Relman, «Alexandria Ocasio-Cortez says the theory that deficit spending is good for the economy should “absolutely”, be part of the conversation», Business Insider, 7 de enero de 2019, https://www.businessinsider.com/alexandria-ocasio-cortez-ommt-modern-monetary-theory-how-pay-for-policies-2019-1.


      




      

        3 Neil Irwin, «How About We Try Modern Monetary Theory in a Small Country First?» The New York Times, 7 de marzo de 2019, https://www.nytimes.com/2019/03/07/upshot/modern-monetary-theory-small-country-first.html.


      




      

        4 Paul Krugman ha escrito varias veces sobre esto: Paul Krugman, «Running on MMT (Wonkish)», The New York Times, 25 de febrero de 2019, https://www.nytimes.com/2019/02/25/opinion/running-on-mmt-wonkish.html.


      




      

        5 Felizmente, varios economistas respetados ya han señalado su desacuerdo con la MMT. Kenneth Rogoff, por ejemplo, la tilda de «disparate»: Kenneth Rogoff, «Modern Monetary Nonsense», Project Syndicate, 4 de marzo de 2019, https://www.project-syndicate.org/commentary/federal-reserve-modern-monetary-theory-dangers-by-kenneth-rogoff-2019-03.


      


    


  




  

    Lo que trajo la marea: memorias del intervencionismo en el Perú1





    CÉSAR MARTINELLI




    Recientemente, Roberto Chang nos recordaba una de las frases más conocidas de Milton Friedman: «No hay lonche gratis». También podemos empezar esta semana recordando otra contribución célebre de Friedman: la idea de que hay «grandes mareas» en la opinión pública, mareas que toman décadas y que terminan influyendo en las decisiones de política antes de agotarse y de ser sucedidas por otra marea —muchas veces con el signo contrario—. Una marea hacia el colectivismo, la expansión del gasto público y las nacionalizaciones fue predominante, según Friedman, hasta la década de 19702.




    En el Perú, la marea colectivista llegó tarde por muchas razones, entre ellas que no hubo realmente elecciones más o menos libres hasta los años sesenta, y, aun entonces, con una franquicia electoral reducida y bajo constante tutela militar. Con el golpe del general Velasco, el 3 de octubre de 1968, se abrieron las puertas del intervencionismo en gran escala. La junta militar emprendió una amplia gama de reformas para reestructurar la propiedad de los activos económicos en favor del sector público y, en general, para aumentar el papel del Estado en la economía. El sustento intelectual de las reformas era la creencia en la capacidad de un Estado reformista para orientar la actividad empresarial hacia objetivos nacionales, así como para eliminar la dependencia extranjera mediante la adopción de políticas de comando y control3.




    El régimen de Velasco ha sido apodado como «el experimento peruano» por la combinación de reformas muy radicales implementadas en rápida sucesión por un Gobierno con un grado extraordinario de autonomía de la sociedad. Algunas de las políticas implementadas —como la reforma agraria o la toma del enclave petrolero de Talara— fueron, probablemente, populares y estaban entre las promesas incumplidas de los principales partidos políticos antes del golpe. Pero el Gobierno militar fue mucho más allá. A la reforma agraria le sucedieron, en poco tiempo, la reforma industrial y nacionalizaciones a gran escala en las industrias del petróleo, la banca, la minería, las telecomunicaciones, el sector eléctrico y la pesca, y hacia 1974 los medios de comunicación: emisoras de radio, televisión y periódicos. Algunas de estas nacionalizaciones se revirtieron al final del régimen militar, en particular las de los medios, pero las empresas públicas tuvieron una presencia importante en la economía peruana hasta las reformas promercado de la década de 1990.




    El período que media entre las reformas de Velasco y las reformas promercado está marcado por la caída del producto per cápita y por la inflación creciente hasta la hiperinflación de los años ochenta. Es también un período de choques externos, incluyendo la caída de los términos de intercambio y el cierre de las oportunidades de endeudamiento. Dada esta coincidencia de choques negativos, cabe preguntarse si hay alguna forma de separar sus contribuciones respectivas a la pobre performance económica peruana entre 1975 y 1990.




    En un trabajo reciente con Marco Vega4 intentamos dar una respuesta. El objetivo central es dilucidar hasta qué punto la crisis de largo plazo de las décadas de 1970 y 1980 puede atribuirse al cambio de régimen económico que representa la junta de Velasco y no solamente a las circunstancias adversas. Tomamos como punto de partida el hecho de que las circunstancias adversas afectaron también a otros países en la región y en el mundo. Para intentar aislar el efecto de dichas circunstancias, construimos un «control sintético» dando ponderaciones a diferentes países en la región para replicar la evolución de varios indicadores de la economía peruana desde 1960 a 1972; además, comparamos la evolución de dicho control sintético con la evolución efectiva del Perú en términos de producto per cápita, productividad total de factores y stock de capital per cápita.




    Encontramos que las pérdidas de PBI asociadas con el cambio en el régimen económico fueron de alrededor del 50 % en 1990. La brecha con respecto al control sintético se puede atribuir tanto a una menor productividad como a una menor acumulación de capital. En términos de productividad, la pérdida en la productividad total de factores fue de entre el 20 % y el 40 %. Por otra parte, en lo referido a la acumulación de capital, la pérdida en el stock de capital per cápita hacia 1990 fue de entre el 25 % y el 33 %. Es decir, el legado económico de las reformas de Velasco incluye pérdidas cuantiosas de producto a lo largo de dos décadas.




    Se puede replicar que el PBI, la productividad y la inversión no son los únicos raseros para evaluar el legado de la junta. Como notamos en el trabajo referido, antes de la junta militar, el Perú distaba de ser una democracia modelo, la estructura de propiedad agraria podía verse como resultado de expoliaciones históricas, la inquina popular contra el enclave petrolero de Talara podía ser justa.




    Friedman toma la metáfora de la marea de una de las tragedias históricas de Shakespeare:




    Hay una marea en los asuntos de los hombres,
que, tomada a plenitud, lleva a la fortuna,
y que, descuidada, puede llevar a pasar el viaje
 en aguas poco profundas y en miserias.
En ese mar lleno nos encontramos ahora;
debemos tomar la corriente cuando sirve
 o perdernos5.




    Las mareas presentan riesgos y oportunidades. En el Perú, la marea que nos llegó al filo de la década de 1970 desencalló algunos temas importantes a costa de un legado de pérdidas económicas cuantiosas. La siguiente marea, la marea promercado y procompetencia, nos alcanzó al filo de los años noventa y tuvo un legado económico no desdeñable: dos décadas de crecimiento. Sin embargo, nos legó también un sistema judicial corrupto, políticos capturados y una Constitución impracticable.




    ¿Nos irá mejor con la siguiente marea?




    

      Notas


    




    




    

      

        1 Una versión de este artículo fue publicada el 29 de marzo de 2019 en el blog Foco Económico.


      




      

        2 Milton Friedman y Rose Friedman, «The Tide in the Affairs of Men», Foundation for Economic Education, 1 de abril de 1989, https://fee.org/articles/the-tide-in-the-affairs-of-men/.


      




      

        3 Véase el discurso del general Velasco en la reunión de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) en Lima en 1969, recogido en Juan Velasco Alvarado, La voz de la revolución (Lima: Peisa, 1972).


      




      

        4 César Martinelli y Marco Vega, «The Economic Legacy of General Velasco: Long-Term Consequences of Interventionism», Economia 42 (84), pp. 102-133.


      




      

        5 William Shakespeare, Julius Caesar, acto 4. Traducción propia.


      


    


  




  

    ¿Qué cambiar y qué mantener?
 Veinticinco economistas peruanos responden1





    HUGO ÑOPO




    Nos contactamos con economistas académicamente establecidos, de diversas tendencias o convicciones, cuya formación se consolidó en Berkeley, Centro de Estudios Monetarios y Financieros (Cemfi), Chicago, Cornell, Harvard, Illinois, Minnesota, New York University, Penn, Penn State, Princeton, Syracuse, Tilburg, University of California in Los Angeles (UCLA), Wisconsin y Yale. Todos se desempeñan en diversos espacios académicos y de políticas públicas en el Perú y en el mundo.




    Sus opiniones son muy interesantes. Las principales propuestas de cambio se ubican en los temas de protección social (recomendada por nueve de los veinticinco especialistas) y tributarios (ocho especialistas subrayan su importancia). Además, se hace alusión a los incentivos y a la regulación en el contexto del sector empresarial para estimular la competitividad de las empresas. Algunos de estos temas son descritos como propuestas para incrementar la formalidad laboral.




    En la lista de aspectos que se deberían mantener hay un consenso enorme acerca del manejo macroeconómico del país (mencionado por dieciocho especialistas), el libre comercio y la promoción de la inversión privada (recomendada por nueve especialistas). En menor medida, mencionan también la importancia de mantener los programas sociales, las políticas de educación y el fomento de la inclusión financiera.




    Las opiniones específicas van a continuación:




    JORGE AGÜERO




    ¿Qué cambiar?




    

      	Las ineficiencias en mercados. En lo laboral, la discriminación (étnica y por género) nos cuesta en equidad y en eficiencia.




      	La debilidad de las instituciones. Cerrar Congresos y presentar mociones de censura a presidentes nos genera retraso. La corrupción hace lo mismo.


    




    ¿Qué no cambiar?




    

      	Los programas sociales. Con el aumento de la pobreza, los necesitamos sobremanera. Además, hay suficiente evidencia de que funcionan y hasta ayudan en el mercado de trabajo.




      	Lo ganado en calidad de educación. Hasta antes de la pandemia veníamos mejorando, y debemos persistir. La plata del canon ayuda también.


    




    IRMA ARTEAGA




    ¿Qué cambiar?




    

      	Necesitamos una reforma tributaria que simplifique el sistema. Asimismo, la presión tributaria es aún muy baja en el Perú debido a la economía informal.




      	La inclusión financiera y la capacitación de la micro y la pequeña empresa para mejorar la competitividad.




      	Crear un seguro de desempleo.


    




    ¿Qué no cambiar, pero sí mejorar?




    

      	La redistribución de riqueza: la pobreza urbana ha crecido mucho.




      	Educar a las regiones en lo que respecta a su capacidad de ejecución pública para que sepan cómo administrar sus fondos y no devuelvan cada año parte considerable de sus presupuestos.




      	Incrementar el gasto en infraestructura de salud.


    




    ROXANA BARRANTES




    ¿Qué cambiar?




    

      	El sistema de protección social. Nuestra salud y pensiones NO deben depender de nuestra situación laboral. La salud debe estar garantizada. Se deben eliminar los seis o siete subsistemas.




      	Fortalecer el marco regulador, no solo en infraestructura, sino en todos los ámbitos en los que se fomenta la iniciativa privada.


    




    ¿Qué no cambiar?




    

      	La solidez fiscal (artículo 84 de la Constitución, el Consejo Fiscal independiente).




      	Las iniciativas privadas como motor de la economía.


    




    NOELIA BERNAL




    ¿Qué cambiar?




    

      	La visión que se tiene sobre la informalidad y cómo reducirla. No hay todavía mucha evidencia acerca de qué funciona y qué no. Se deben recoger las diversas experiencias en varios países y ver qué ha funcionado: desde simplificaciones hasta incentivos monetarios. Debe haber un análisis más profundo y basado en evidencia. El objetivo no es tanto reducir la informalidad per se, sino también ampliar la base tributaria.


    




    SAKI BIGIO




    ¿Qué cambiar?




    

      	Para los sectores más vulnerables, flexibilizar y descentralizar los programas sociales. Es momento de que estos programas funcionen de manera más orgánica, de tal manera que las regiones puedan escoger más y el Gobierno central ofrezca un menú de opciones.




      	En cuanto a los programas sociales del Gobierno central, estoy convencido de que el camino correcto es el ensayo y error, siguiendo las pautas de políticas públicas con evidencia de impacto positivo propuestas por los premios nobel Banerjee y Duflo. Podemos y deberíamos lanzar microproyectos copiando y adaptando los que se han estudiado. Lo que funciona con pocos recursos se replica, y lo que no, no. Necesitamos un ejército de pequeños ejecutores de proyectos.




      	Es momento de que el Perú se tome la regulación en serio. Hemos confundido libre mercado con impunidad empresarial. Simplemente, por una lógica de retornos distintos, el libre mercado lleva a empresas a crecer más rápido que otras. Así, las empresas más grandes van comprando a las más chicas, lo que lleva a ganancias de eficiencia, pero pasa a generar poder de mercado y sectores en los que hay una altísima concentración. Es imperativo desarrollar una autoridad regulatoria más fuerte. El Estado debe tomar un rol activo otorgando permisos para las fusiones de empresas a partir de cierto monto.


    




    ¿Qué no cambiar?




    

      	Los pilares macroeconómicos. En los últimos treinta años, el Perú logró un milagro macroeconómico; y no lo llamaría económico en tanto no hubo milagro microeconómico comparable. En resumidas cuentas, el Perú logró estabilidad monetaria, bajar sus niveles de deuda externa del 60 % al 20 % en la prepandemia, abrirse al comercio internacional y mantener la estabilidad jurídica. Esto, que, mal llamado, es el «modelo» económico, se debe mantener. Lo digo tajantemente.
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